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PROYECTO DE LEY 

Orgánica de reforma del Código Penal en materia de tráfico ilegal de Drogas. 

INFORME DE LA PONENCIA 

PRESIDENCIA DEL SENADO 

En cumplimiento de lo dispuesto en el ar- 
tículo 191 del Reglamento del Senado, se or- 
dena la publicación en el BOLETfN OFiCiAL DE 
LAS CORTES GENERALES del Informe emitido 
por la Ponencia designada en el seno de la Co- 
misión de Justicia para estudiar el proyecto de 
Ley Orgánica de reforma del Código Penal en 
materia de tráfico ilegal de drogas. 

Palacio del Senado, 8 de fcbrcro de  
1988.-El Presidente del Senado, Joaé Federi- 
co de Carvajal Pérez.-La Sccrctaria primera 
del Senado, María Lucía Urcelay López de las 
Heras. ‘ 

La Ponencia designada para cstudiar el pro- 
‘wto de Ley Orgánica de reforma del Código 
Penal en materia de tráfico ilegal de drogas, 
integrada por los Senadores don Eduardo Ca- 
ñizarcs CkiiviJo, don Joüquin Galiín Cano, don 
Octa\.io Granado Martincz, don Arturo Lizón 

Giner, don Alonso Marf Calvet y don Antonio 
Pillado Montero, tiene el honor de elevar a la 
Comisión de Justicia el siguiente 

I N F O R M E  

La Ponencia, después de estudiar el proycc- 
to de Ley Orgánica de reforma del Código Pe- 
nal en materia de tráfico ilegal de drogas, así 
como las enmiendas presentadas al mismo, ha 
acordado: 

Aceptar la enmienda número 23, del Grupo 
Parlamcn tario Socialista, al artículo segundo. 

Aceptar las enmiendas números 17, del Gru- 
po Parlamentario Popular, y 24, del Grupo 
Parlamcntario Socialista, formuladas al arti- 
culo tercero. 

Igualmente, aceptar la enmienda número 
22, del Grupo Parlamentario Socialista, al ar- 
tículo cuarto. 

Desestimar las restantes enmiendas lorniu- 
ladas al proyecto de Ley, con excepción de la 

- 21 - 



Núm. 148 

número 16, del Grupo Parlamentario Popular, 
que ha sido retirada por el Portavoz de dicho 
Grupo. 

Palacio del Senado,  8 de  febrero de 
1988.-Eduardo Cañizares Clavijo, Joaquín 
Galán Pérez, Octavio Granado Martínez, Artu- 
ro Lizón Giner, Alonso Mari Calvet v Antonio 
Pillado Montero, 

A N E X O  

Preámbulo 

Como se indicaba en la propia Exposición 
de Motivos de la Ley Orgánica 8ít983, de 25 
de junio, de Reforma Urgente y Parcial del Có- 
digo Penal, la modificación del artículo 344 de 
ese cuerpo legal tuvo entonces un alcance li- 
mitado, pues obedecía «únicamente al deseo 
de suprimir los más graves defectos que prc- 
sentaba la única norma penal de que dispone 
nuestro ordenamiento jurídico para abordar 
los problemas del tráfico ilícito de drogas. Jun- 
to a lo anterior, no cabe perder de vista que la 
citada reforma legislativa se insertaba en un 
contexto mucho más amplio y ambicioso, cual 
era la amplísima revisión, modernización y 
adaptación a la Norma Constitucional de 
nuestro viejo Código Penal, llevada a cabo por 
la Ley Orgánica aníes citada. 

Se impone ahora, sin embargo, abordar de 
forma monográíica la modificación de un pre- 
cepto penal que, por circunstancias diversas, 
ha dcvcnido iiisuficiente para afrontar la plu- 
ralidad y heterogeneidad de iiianifcstacioiies 
criminales que surgen en toi-no al complejo 
mundo de las drogas. 

La reforma del artículo 344 del Codigo Pc- 
nal que ahora se acoiiictc 110 se presenta como 
el único y aislrido insii-iiiiiciiio puia coiiibaiii- 

’ las loxicoiiiaiiias. En ,julio dc 198.5 el <;obiei.- 
no, cunipiiciido una iiiocibii iiprohuclii por el 
Congreso de los Diputiiclos, api .o\k~ cl Plaii Na- 

, cional sobre Drogas, que e11 c’stos iiioiiiewtos 
constituvc LIII pi-o~~ec*io pol i I ico í i ispi iaclo cvi c.1 

reconocimiento de la pluralidad de problemas 
que confluyen en este fcnónieno y en la consi- 
guiente convicción de la necesidad de dispo- 
ner de cuantos mecanismos sean necesarios a 
fin de vencer tales problemas. De ahí que el ci- 
tado Plan prevea una actuación coordinada de 
distintas instancias sociales, tanto públicas 
como privadas, al servicio de la prevención y 
el tratamiento de las drogodependencias, pero 
tambiin con la finalidad de perseguir con ma- 
vor eficacia el tráfico ilícito de drogas. 

Ese objetivo pretende alcanzarse con la prc- 
sente Ley Orgánica que, en primer lugar, con- 
la finalidad de fortalecer la función de preven- 
ción general que cabe a las normas sanciona- 
doras, establece un importante incremento de 
las penas de privación de libertad con que se 
conmina la realización de las conductas pro- 
hibidas. N o  obstante, ese incremento del rigor 
penal se eíectúa desde el respeto al elemental 
principio de justicia de tratar de manera dis- 
tinta aquello que es diferente. De esa forma, la 
nueva regulación penal de estas conductas 
pretende acomodarse a una estructura pirami- 
dal, en cuya base se asientan las que podrían 
considerarse conductas de tráfico ordinario, 
ocupando la cúspide la incriminación de aque- 
llos hechos que, sin duda, poseen la mayor ca- 
pacidad Icsiva de los bienes jurídicos objeto dc 
tutela penal, esto es, las acciones de los res- 
ponsables de organizaciones dedicadas al nar- 
cotráfico. 

Sc completa esa estructura con un escalón 
intermedio en el que sc sitúan aquellas con- 
ductas que, por concurrir en las mismas algún 
elemento de espccial rcprochabilidad, consti- 
tuycw tipicidadcs agralvadas. Entre estas ,  >’ 

complementando las hasta ahora incluidas cil  
el parral0 segundo del articulo 344, se han i i i -  

cluido tres nuc‘vos supucstos: que cl autor Jc 
la conducta prohibida sea funcionario público 
o autoridad, que las sustancias psicoactí\.as 
iia’.an sido adulteradas, coi1 increnlenlo del 
posible daño a la salud \ que, por últinio. se 
Iicilitcii a personas que se encuentren en pro- 
ceso L l C  clc*slinbi IllilCiOll. 

UiiII  dc las iio\c.dadcs iiiris iiiiporiuiiics que. 
iiitrocliicc csta Ley 0i.giiiiic.a In coiistitiiyc, siii 

cluda , I ~i i iicorpornc ioii  de i i i i  t ID t u iii icii t i )  j 11- 

ridico-pciial cspc-c*ilico pai.a csii siiiguliii* ligii- 
I‘il C T i  iiiiiil>logic~~i clc4 d i ~ o ~ l ~ t l c ~ } ~ c ~ l l l l  i c ~ l l l c ~  que’  i i l -  



- 

curre en la cdmisión de algún hecho dclicii\w 
como medio de subvenir a su situación de toxi- 
codependencia. Desde el convencimiento de 
que en alguno de tales supuestos debe primar- 
se la orientacibn preventivo-especial di- las 
sanciones penales, se dispone la posibilidad de 
que la Autoridad judicial conceda el beneficio 
de la remisión condicional, siempre que el reo 
se hubiere deshabituado o se cncontrarc en 
tratamiento para ello. La regulación de esa al- 
ternativa se lleva a cabo con suficicntcs garan- 
tias a fin de salvaguardar, de un lado, la co- 
bertura de los fines preven tivo-generales, base 
de toda norma penal, y de evitar, de otra par- 
te, un uso fraudulento dc la disposición legal 
que permitiera su aplicación en supuestos tlis- 
tintos a los rcalmentc queridos por el Ic- 
g islador . 

Sin lugar a duda alguna, se ha abiciw paso 
va en el contexto internacional la conskxión 
de que tras las conductas delicti\~as relaciona- 
das con el mundo de la droga, no csistc sino 
la realización de un gran negocio cconóniico. 
La reducción v eliminación de los bcncl'icios 
económicos obtenidos a trates de esta ci-iini- 
nal actividad debe deparar los más positii.os 
logros en la difícil lucha conti-a el ti.8l'ic.o clc 
drogas. 

Existe, igualrncntc, cn el concici-to de lus nu- 
ciones el plcno convcncimicnio de que sin una 
estrecha v fuida cooperación iiitcrnacionsil no 
podrán alcanzarse rcsul tados cl'icaccs e11 esta 
materia. La estructura organizati\a de cstc 
iipo de asociaciones criniinalcs el cai ic tc i .  
transnacional de sus acti\idadcs iniponc, c i i  

verdad, esa necesaria cooperación, 
No obstante, desde las propias Icyca intcr- 

nas dcbc rcalizarsc un  esfuerzo para cl hallaz- 
go de instrunicntos que permitan api-osiniai- 
la lucha contra la droga a su incliscutiblc en- 
tidad económica. Desde ese puiito clc \,islu, In 
presente Ley Orgiiiiica cstablccc t i w  iiiccaiiis- 
mos que tratan de ala.jai* los bcnc*l'icios c*coiió- 
micos surgidos dc csc ci*iniinal ncyocio. Por 
una parte, se dispone In iinposición tlc~ pciias 
dc iiiültii de i i i L i \  ~ l ~ \ * d i i  cwai1iíii. Aclc*ii iris, SI' 

esti1 blccc U iia I I ~ O L I  i I'icac iói1 pui*c*iii 1 clc- lo tl is- 
puesto en el articulo 63 clc In i i o i ' 1 i i ; i  c*i iucln,  
sipnil'icunclo que' en In d c l c ~ i ~ i i i i i i n c ~ i l ~ l l  clc. la 
iiiulta sc ICIlLll'iill L'I1 c'l lc' l l l~l  I")i' la A i i i o i ~ i l l i i c l  

juclici~il, de Illillle'l'il p l ~ L * l ~ ~ l ~ c ~ l l l I ~ ,  cal ~"'o\"*c*llo o 
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ganancia obtenidos o quc hubiciaii podido ob- 
tcnci-se ii ti;ai,i.s de la conducta criininal. 

En segundo lugar, se amplían los términos de 
la figura del comiso, disponiendo como sus- 
ceptibles del mismo los bicncs, de cua1quic.i. 
naturaleza, utilizados o que pro\'c.ngan clc la 
conducta dciicíi\x. Por otra parte, para gaim- 
tizar la ckcii\ ' idad de esa medida, se f ~ u l t n  
a la Autoridad judicial para aprchcndcr los ci- 
tados bicncs en cualquier nionicnto en que el 
proceso se cncontrarc. 

En tercer ttkmino, con cl objetivo de hacer 
posiblc. la intci-\wci¿)n del Derecho Penal cn 
todos los timios del circuito económico del 
tráfico dc drogas, se incorpora un nuc\u prc- 
ccpto al Capítulo 1/11 del Titulo XIII del Li- 
bro 11 del Código, que' sanciona las conductas 
de aprovechamiento de los efectos y ganancia5 
dc aquel tráfico, o lo que se lo mismo, que prc- 
tcndc incriminar esas conductas que \.icncn 
denominándose dc ((blanqueo» del dinero dc 
i Iíci ta procedencia. 

Por último, coniicnc. dcJar constancia dc 
que la represión de las conductas de tráfico i l i -  
cito \. de las dc aprovechamiento económico 
no agota la lucha contra el complejo mundo 
de la droga. Se requiere tambikn el desarrollo 
de actividades de prevención y tratamiento 
de Iris toxicomanías por parte de las diivrsas 
Administraciones publicas, cn cl ámbito de sus 
competencias. El desarrollo de talcs pi-ogru- 
nias csigc u n  considcrablc csluci~zo cconbnii- 
co y planificadoi.. quc ha dc tcncr su i-cllc,jo cii 

los pi*csupucs tos coi*i.cspondicn tcs, 

Ai- i  iculo pri i i iciu 
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mayor en su grado máximo a prisión menor 
en su grado medio y multa de quinientas mil 
a cincuenta millones de pesetas en los demás 
casos. )) 

Artículo segundo 

Se añaden al Código Penal los siguientes 
artículos: 

((Artículo 344 bis a). Se impondrán las pe- 
nas superiores en grado a las respectivamente 
señaladas en el artículo anterior: 

1." Cuando las drogas tóxicas, estupefa- 
cientes o sustancias psicotrópicas se faciliten 
a menores de 18 años o disminuidos psíquicos 
o se introduzcan o difundan en centros docen- 
tes, en centros, establecimientos y unidades 
militares o en establecimientos penitenciarios. 

2." Cuando los hechos descritos en el artí- 
culo 344 fueren realizados en establecimien- 
tos abiertos al público por los responsables o 
empleados de los mismos. 

3." Siembre que fuere de notoria importan- 
cia la cantidad de drogas tbxicas, estupefa- 
cientes osustancias psicotrópicas objeto de las 
conductas a que se refiere el artículo anterior. 

4." Cuando las citadas sustancias o produc- 
tos se faciliten a personas sometidas a trata- 
miento de deshabituación o rehabilitación. 

5;) Cuando las referidas sustancias o pro- 
ductos se manipulen o mezclen entre sí o con 
otros, incrementando el posible dano a la 
salud. 

6. Cuando el culpable pertenccierc a una 
organización, incluso de carácter transitorio, 
que tuyicrc como finalidad difundir tales sus- 
tancias o productos aún  de modo ocasional. 

Cuando el culpable fucrc Autoridad, Fa- 
cultati\u, íuncionario público, trabajador so- 
cial, docente o educador.)) 

7. 

((Artículo 344 bis b). Los Tribunales im- 
pondren las penas superiores en grado a las se- 
ñaladas en el articulo anterior cuando las con- 
ductas dclinidas en el mismo lucren de cstrc- 
nia gra\-cdad, o cuando se trate de los jcli-s, ad- 
iiiini~trnclorcs o encargados dc las organiza- 
cioiics nicncionud~\s e11 Su tiÚti1ci.u 6:  En este 

último caso, así como cuando concurra el su- 
puesto previsto en el número dos del artículo 
anterior, la Autoridad judicial podrá decretar, 
además, alguna de las medidas siguientes: 

a) Disolución de la organización o clausu- 
ra definitiva de sus locales o de los estableci- 
mientos abiertos al público. 

b) Suspensión de las actividades de la or- 
ganización o clausura de los establecimientos 
abiertos al público por tiempo de seis meses a 
tres años. 

c) Prohibición a la misma de realizar aque- 
llas actividades, operaciones mercantiles o ne- 
gocios, en cuyo ejercicio se haya facilitado o 
encubierto el delito, por tiempo de dos meses 
a dos años.» 

((Artículo 344 bis c). Si los hechos a que se 
refieren los artículos 344 y 344 bis a) fueren 
realizados por facultativo, funcionario públi- 
co, trabajador social, docente o educador, en 
el ejercicio de su cargo, profesión u oficio, se 
le impondrá, además de la pena correspon- 
diente, la de inhabilitación especial. Se impon- 
drá la pena de inhabilitación absoluta cuando 
los referidos hechos fueren realizados por Au- 
toridad o agente de la misma. 

A tal efecto, se entiende que son facultativos 
los médicos, psicólogos, las personas en posc- 
sión de título sanitario, los veterinarios, los 
farmaccuticos y sus dependienies.)) 

«Artículo 344 bis d). Para la determinación 
de la cuantía dc las multas que se impusieran 
en a licación de los artículos anteriores, el Tri- 
bunal atenderá preícrcntemcntc al valor eco- 
nómico h a 1  del producto o, en su caso, al de 
la recompensa o ganancia obtenida por el reo, 
o que hubiera podido obtcncr.)) 

((Artículo 344 bis e). A no ser que pcrtcncz- 
can a un tercero no responsable del delito, sc- 
rán objeto de comiso los vchículos, buques, ac- 
ronaves y cuantwbicncs v efectos, de la natu- 
raleza que lucren, havan servido de instru- 
mento para la comisión de cualquiera de los 
dclitos rcgulados cn los artículos 344 a 344 bis b), 
o provinicien de los mismos, así como las ga- 
nancias de ellos obtcnidas, cualesquiera que 
sean l a s  translbrmacioncs que hubici.cn podi- 
do c s pcri mcn 1 ;ir. 

A I'in clc paraiilizar la cl~cii\,idncl del conii- 
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so, los bienes, efectos e instrumentos a que se 
refiere el párrafo anterior podrán ser aprehen- 
didos y puestos en depósito por la Autoridad 
judicial desde el momento de las primeras 
diligencias.. 

((Artículo 344 bis f). Las condenas de Tri- 
bunales extranjeros por delitos de la misma 
naturaleza a los previstos en los artículos 344 
a 344 bis c), producirán ante los Tribunales es- 
pañoles los mismos efectos que las de éstos, en 
orden a lo que establece el ndmero 15 del ar- 
tículo 10 del presente Código.. 

Artículo tercero 

Se afiade al Código Penal un nuevo artículo 
93 bis, con la siguiente redacción: 

«Aún cuando no concurrieren las condicio- 
nes previstas en el artículo anterior, el Juez o 
Tribunal podrá aplicar el beneficio de la remi- 
sión condicional a los condenados a penas de 
privación de libertad cuya duración no exce- 
da de dos años, que hubieren cometido el he- 
cho delictivo por motivo de su dependencia de 
las drogas tóxicas, estupefacientes y sustan- 
cias psicotrópicas siempre que se den las si- 
guientes circunstancias: 

1 .' Que se declare probada en la sentencia 
la situación de drogodependencia -del sujeto, 
así como que la conducta delictiva fue reali- 
zada por motivo de tal situación. 

2.' Que se certifique suficientemente, por 
centro o servicio debidamente acreditado u 
homolo#ado, que el reo se encuentra deshabi- 
tuado o sometido a tratamiento para tal fin en 
el momento de concederse el beneficio. 

3:' Que el sujeto no sea reincidente ni hava 
gozado con anterioridad del beneficio ds la rc- 
misión condicional. 

La Autoridad judicial requerirá al condcna- 
do o a los centros o scrvicios que participcn.cn 
su tratamiento de dcshabituación lo ncccsario 
para comprobar el comienzo y la continuacihn 
del mismo, así como para controlar su cvolu- 
ción y las modificaciones quc hubicrc dc cs- 
pci-i mcn tal-. 

La suspensión de la ejecución de la pena 
quedará condicionada a que el reo no delinca 
en el período que se señale, así como a que no 
abandone el tratamiento. 

Cumplido lo anterior, una vez transcurrido 
el plazo de suspensión y acreditada la desha- 
bituación del reo, el Juez o Tribunal acordará 
la remisión de la pena. De lo contrario orde- 
nará su cumplimiento.» 

Artículo cuarto 

Se añade al Código Penal un nuevo artículo 
546 bis f), con la siguiente redacción, pasando 
el actual artículo 546 bis f) a ser el artículo 546 
bis g): 

uEl que con conocimiento de la comisión de 
alguno de los delitos regulados en los artfcu- 
los 344 a 344 bis b) de este Código, recibiere, 
adquiriere o de cualquier otro modo se apro- 
vechare para sí o para un tercero de los efec- 
tos o ganancias del mismo, será castigado con 
prisión menor y multa de un millón a cien mi- 
llones de pesetas. 

Se impondrán las penas superiores en gra- 
do a los reos habituales de este delito y a las 
personas que pertenecieren a una organiza- 
ción dedicada a los fines señalados en este 
articulo. 

En los casos previstos en el párrafo anterior, 
así como cuando, a juicio del Tribunal, los he- 
chos contemplados en este artículo fueren de 
especial gravedad, se impondrá, además de la 
pena correspondiente, la inhabilitación del reo 
para el ejercicio de su profesión o industfia y 
el cierre del cstablccimicnto por tiempo dc seis 
meses a seis anos o con carácicr dcfinitivo. 

Serán aplicables a los supucstos contcmpla- 
dos en este precepto las disposiciones conteni- 
das s n  cl artículo 344 bis e)  del prcscníc 
COd i go. )) 

Artículo quinto 

El actual artículo 344 bis riel Código Penal 
pasa i i  constiuii' cl 344 ici- dcl mismo. 
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